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RESUMEN 
 
Colombia, con el ánimo de contar con una infraestructura de transporte 
moderna, que genere unos alcances económicos, sociales y de seguridad, se 
ha propuesto ideas grandes e innovadoras, tales como las concesiones 4G, 
que están generando una nueva visión en la infraestructura vial del país, sin 
embargo, para que estas concesiones tengan validez se debe cumplir con 
unos requerimientos necesarios que el ordenamiento jurídico establece. A la 
hora de la financiación de los proyectos existen muchas modalidades, una de 
ellas es a través de los bancos, los cuales deben hacer un estudio riguroso del 
riesgo que tiene la construcción y el mantenimiento de las obras, para lo cual 
las entidades bancarias tienen una garantía relevante, que se concentra en el 
proyecto como tal. 
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Anticipadamente, y como condición a la concesión de proyectos, la 
expropiación debe ser un punto de partida, sin embargo debe existir una 
reorganización tanto de las instituciones como del marco normativo que abarca 
este tema; para poder obtener los predios sobre los cuales se tiene el objetivo 
de construir, se puede hacer de dos maneras: originalmente, de forma 
voluntaria, y en segundo lugar con la expropiación, la cual se hace de manera 
jurisdiccional. 
 
Como condición adicional, para la realización de proyectos se tiene en cuenta 
de manera primordial los permisos ambientales a manera de prevención y 
compensación que las obras pueden conllevar de manera negativa a que se 
dé un daño de los recursos naturales de la nación. Sin embargo, se hace 
necesario hacer una crítica al papel que cumplen las instituciones y los 
reglamentos al momento de hablar de infraestructura; se sugiere que se cree 
y replantee nuevos ordenamientos jurídicos y sociales que permitan que se 
cumpla con los objetivos que se tienen frente a la infraestructura estatal. 
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 ABSTRACT 
 
Colombia with the aim of having a modern transport infrastructure that 
generates economic, social and security scopes, large and innovative ideas 
have been proposed, such as 4G concessions, which are generating a new 
vision in the Road infrastructure of the country, however, in order for these 
concessions to be valid, it must comply with the necessary requirements that 
the legal system establishes. At the time of the financing of the projects, there 
are many modalities, one of them is through the banks, which must make a 
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rigorous study of the risk that has the construction and the maintenance of the 
works, for this the banks have a Relevant guarantee, which concentrates on 
the project as such.  
 
In advance and as a condition to the granting of projects the expropriation must 
be a starting point, however, there must be a reorganization of both the 
institutions and the normative framework that covers this subject; In order to 
obtain the pregods on which one has the objective to build and this, one can 
do in two ways, originally, voluntarily and in second place with the 
expropriation, which is done in a judicial way. 
 
As another condition for the realization of projects the environmental permits 
are taken into account in a primordial way of prevention and compensation that 
the works can lead in a negative way to that damage is given to the natural 
resources of the nation. It is therefore necessary to make a critique of the role 
of institutions and regulations at the time of talking about infrastructure; It is 
suggested that new legal and social systems should be created and 
reconsidered to enable them to meet the objectives facing the State 
infrastructure. 
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INTRODUCCIÓN 
 
La realización del presente trabajo, que parte del conocimiento impartido en el 
V Seminario de Contratación Estatal, que se llevó a cabo en la Universidad 
Libre, Seccional Pereira (año), se relaciona con el tema de la infraestructura 
en Colombia, y cada uno de los aspectos positivos y negativos que rodean el 
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mismo. En el desarrollo del trabajo, que tendrá como soporte en el documento: 
Comisión de la Infraestructura, se tiene como finalidad identificar y reaccionar 
ante las problemáticas de la infraestructura, y las posibles reformulaciones y 
soluciones acerca del tema.  
 
Uno de los aspectos precisos en el desarrollo económico de un país es la 
necesidad de contar con una infraestructura que posibilite a esa región 
complementar y aportar positivamente a su economía, por lo cual, y con el 
objetivo de situar a Colombia frente al contexto de la infraestructura marcando 
e identificando las problemáticas que se tienen frente al tema, se establece 
que estas radican en una combinación de factores partiendo de las 
instituciones y del marco normativo, haciendo una crítica a la organización, 
manejo y resultados de estas.  
 
En la necesidad de superar estas falencias, el Gobierno Nacional se ha 
planteado dentro de sus prioridades proyectar y construir una infraestructura 
nueva, innovadora y eficiente, que permita de manera conjunta y coordinada 
una renovación institucional y legal para el planteamiento y mejoramiento de 
proyectos, su financiamiento y desarrollo.  
 
El documento está estructurado en cinco partes, y cada una de ellas 
conformada por artículos, leyes y normatividad en general, que regulan la 
comisión intersectorial de infraestructura, relacionado a lo expuesto por el 
doctor Santiago Pérez dentro del seminario en Contratación Estatal: 
“Perspectivas Legales de la Contratación y la Infraestructura en Colombia”, 
impartido por la Universidad Libre, Seccional Pereira (2019). 
 
Dichos acápites plantean, desde una perspectiva interdisciplinaria, una lectura 
sobre la posible solución a los problemas presentados por el actual 
ordenamiento institucional y normativo. El primero en particular trata como 
referentes la construcción o creación de una nueva institución por parte del 
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Estado, que se encargará de las diferentes formas de financiamiento, y de los 
estudios de diseño y su inversión anticipada, que incidirán en las nuevas 
estructuras jurídicas y financieras de los contratos de concesión, además del 
establecimiento de la comisión intersectorial de la infraestructura, la cual 
modulará la parte de infraestructura de transporte y deberá coordinar de 
manera eficiente los proyectos a futuro, y de la pronta expedición de una ley 
que se encargue de solucionar los problemas legales que puedan dificultar la 
buena marcha del sector y la ejecución de los proyectos que ya se encuentra 
en un estado avanzado, que constituyen los ejes principales de las reflexiones 
expuestas en el texto; esta nueva ley, por lo tanto, proporcionaría una nueva 
regulación para la adquisición de las propiedades (expropiación o 
servidumbre), incluso regularía los acuerdos con los gobiernos extranjeros, 
otorgando una mayor precisión en las normas penales y, sobretodo, en la 
responsabilidad fiscal disciplinaria concerniente a la contratación de 
infraestructura del país, igualmente la creación del registro de proponentes, 
los cuales deberán ser calificados con antelación por una certificadora 
internacional.  
 
Así mismo, trata sobre el replanteo del concepto de “restablecimiento de 
equilibrio económico” de los contratos; inclusive toca un tema muy importante 
que es el de la eliminación de las cláusulas exorbitantes en los contratos de 
concesión, excepto la caducidad, y por último, la consagración de una 
tramitación para adjudicar y terminar obras urgentes que se encuentre en 
concesiones y donde el gobierno pretenda terminar de una manera anticipada, 
entre otros, constituyendo las principales vertientes de la argumentación de 
esta primera parte. 
 
En efecto, bajo unos conceptos necesarios como la arquitectura institucional y 
los ajustes al marco normativo en lo relativo a la infraestructura de transporte, 
el primero se enfoca en las reformas que ha hecho el gobierno en las entidades 
que han manifestado tanto una competencia directa como indirecta, sobre el 
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sector de la infraestructura de transporte; como ejemplo de ello tenemos al 
instituto Nacional de Concesiones (INCO), que se transformó en la Agencia 
Nacional de Infraestructura (ANI), cambiando sus competencias, como se ve 
claramente en las concesiones aeroportuarias (competencia que era de la 
Aeronáutica Civil); otro claro ejemplo es la creación de autoridad nacional de 
licencias ambientales, entre otras. 
 
Basados en la etapas que conlleva un proyecto de infraestructura de 
transporte que necesita de un manejo sistemático de algunos ejecutantes, 
tanto públicos como privados en las funciones de la planeación, regulación, 
producción, ordenación, acoplamiento y trámite de las licencias ambientales, 
compra de los predios, diseño de consultas previas y selección de los 
contratistas, además de la construcción, mantenimiento y operación de las 
obras, sin dejar de lado la misión contractual, inspección, observación y su 
vigilancia, será necesario el fortalecimiento en tales funciones para llevar a 
buen puerto una obra de infraestructura. 
 
Para el buen desarrollo y el conocimiento de la normatividad de este capítulo, 
será necesario de un entramado jurídico que sirva de soporte a la fase de su 
planeación y ejecución, para que este sea viable a nivel nacional. Sin un 
soporte jurídico que anticipe los tiempos de un escenario en la construcción 
de la malla vial del país, no solo sería inviable el cumplimiento de los acuerdos 
a los que se llegue para la terminación de los contratos, y tampoco sería 
impensable la concesión de las obras a desarrollar por parte de los que las 
ejecutan. 
 
Basados en el conjunto de normas que sostendrán el proceso de contratación 
con el Estado para un desarrollo sostenible de nuestro país, se podrá mejorar 
la seguridad jurídica, potencializar la confianza de los inversionistas, disminuir 
de una forma eficiente los litigios, y facultar al Estado el control necesario que 
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permita afianzar el interés general de los servicios públicos que estén 
vinculados con la infraestructura de transporte.  
 
Así, por lo tanto, será necesario establecer la compresión por parte de la 
comunidad afectada y el contratista de algunos aspectos, tales como: el 
entendimiento de la infraestructura de servicios públicos, una conveniencia de 
los contratos modelos o cláusulas estándar, la tenencia de una claridad en 
cuanto a la proporcionalidad y coordinación de las normas penales, fiscales y 
disciplinarias sobre los contratos en cuestión. Adicionalmente, será necesario 
tener conocimiento en la contratación con personas jurídicas en lo referente a 
proyectos de esta índole, y por consiguiente el conocimiento adicional en la 
fórmula de un equilibrio económico de los contratos. 
 
El segundo acápite indaga sobre los más importantes problemas que 
visiblemente perjudican la posibilidad y resolución del desarrollo de un 
proyecto de infraestructura vial, la compra misma de los predios, permisos 
ambientales y la consulta ante la comunidad que se verá afectada por la obra, 
por lo tanto es necesario plantear algunos mandatos que requerirán de nuevas 
normas legales, como reformas al proceso de adquisición o compra de los 
predios que se verán afectados por la obra, tratando de hacerlo de una manera 
más eficiente y no retrasando la obra en los términos de la ejecución, 
adicionalmente fortalecer el registro de las comunidades que se encuentran 
asentadas en el lugar donde se llevará acabo la obra vial, convirtiéndolo en 
obligatorio para todo contratista que vaya a llevar a cabo la concesión, y por 
último seguir la recomendación de la creación de una “ventanilla única” donde 
los afectados y afectatarios podrán tramitar las consultas previas y de licencias 
ambientales necesarias en la comisión de la obra. 
 
Por tanto, las disponibilidades prediales en una obra de infraestructura son 
importantes tanto para el desarrollo de la obra como a futuro de la misma, pues 
una obra vial a futuro podrá necesitar una expansión o ensanche; lo que se 
8 
 
busca es evitar los sobrecostos y el incumplimiento del cronograma a falta de 
esta disponibilidad de predios. 
 
La licencia ambiental es esa autorización que permite de una forma 
responsable no afectar los recursos naturales o el ambiente de la zona que se 
ve afectada por el contrato vial, y para tal efecto es necesario la presentación 
del estudio que demuestre el impacto ambiental que podrá traer consigo la 
obra, que deberá incluir un plan de mitigación de los efectos negativos por 
medio de una corrección, compensación, disminución y mitigación en los 
efectos ambientales. 
 
También será necesaria la consulta previa con las comunidades que se 
encuentran alrededor de una obra, pues es un derecho constitucional de 
cualquier grupo étnico conocer el tipo de afectación al que se verán expuestos 
por el desarrollo de la obra contratada; para tal efecto se debe atribuir esta 
función a la ANLA y al Ministerio del Interior de adelantar estos trámites ante 
la comunidad, siguiendo una serie de instrucciones que deberá informar el 
ente encargado. 
 
1. ADQUISICIÓN DE PREDIOS EN LA REALIZACIÓN DE UNA OBRA 
DE INFRAESTRUCTURA 
 
En este acápite es muy importante la práctica con antelación de las visitas y 
los estudios a los predios que se deben adquirir para el desarrollo de la obra, 
además de solicitar los planos con su respectivo predial, y por consiguiente 
contratar los avalúos y llevar la terminación de las demás tareas necesarias 
para la selección de los predios a comprar, para el buen desarrollo de la obra. 
Para este fin se deberá requerir a las oficinas seccionales de Catastro y del 
Registro de Instrumentos Públicos, Instituto Geográfico Agustín Codazzi, 
Notarías y otras entidades, públicas o privadas, e igualmente de los 
documentos, avalúos, certificaciones e informes que se estimen pertinentes.  
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El contratista de la obra pública podrá aceptar los certificados, planos y otros 
medios de prueba que pueda aportar el dueño del predio, o titular del dominio, 
y por lo tanto es el contratista quien deberá comprobar que tales documentos 
estén correctamente elaborados, como lo exige la norma al respecto o la ley 
para cada caso. 
 
Esta función deberá corresponder a la ANI en un corto tiempo, o se podrá 
delegar a terceros para el evento de la compra de predios o servidumbres que 
se encuentren en el desarrollo de la vía; esta es una de las recomendaciones 
que hace el documento de la comisión de la infraestructura, entre otras. 
 
De acuerdo a la Ley 1882 de 2018:   
 
(…) la notificación de la oferta deberá ser únicamente al titular de los 
derechos reales que figure registrado en el folio de matrícula del 
inmueble objeto de expropiación o al respectivo poseedor regular 
inscrito o a los herederos determinados e indeterminados, entendidos 
como aquellas personas que tengan la expectativa cierta y probada de 
entrar a representar al propietario fallecido en todas sus relaciones 
jurídicas por causa de su deceso de conformidad con las leyes 
vigentes. La oferta será remitida por el representante legal de la 
entidad pública competente para realizar la adquisición del inmueble o 
su delegado; para la notificación se cursará oficio al propietario, 
poseedor inscrito o a los herederos determinados e indeterminados, el 
cual contendrá como mínimo:  
 
a) Indicación de la necesidad de adquirir el inmueble por motivo de 
utilidad pública. 
b) Alcance de conformidad con los estudios de viabilidad técnica.  
c) Identificación precisa del inmueble.  
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d) Valor como precio de adquisición acorde con lo previsto en el 
artículo 37 de la presente ley.  
e) Información completa sobre los posibles procesos que se pueden 
presentar como son: enajenación voluntaria, expropiación 
administrativa o judicial.  
 
Se deberán explicar los plazos, y la metodología para cuantificar el 
valor que se cancelará a cada propietario o poseedor según el caso. 
Una vez notificada la oferta se entenderá iniciada la etapa de 
negociación directa, en la cual el propietario o poseedor inscrito tendrá 
un término de quince (15) días hábiles para manifestar su voluntad en 
relación con la misma, bien sea: aceptándola, o rechazándola. Si la 
oferta es aceptada, deberá suscribirse escritura pública de 
compraventa o la promesa de compraventa dentro de los diez (10) 
días hábiles siguientes e inscribirse la escritura en la oficina de registro 
de instrumentos públicos del lugar correspondiente.  
 
Se entenderá que el propietario o poseedor del predio renuncian a la 
negociación cuando:  
 
a) Guarden silencio sobre la oferta de negociación directa.  
b) Dentro del plazo para aceptar o rechazar la oferta no se logre 
acuerdo.  
c) No suscriban la escritura o la promesa de compraventa respectiva 
en los plazos fijados en la presente ley, por causas imputables a ellos 
mismos.  
 
Será obligatorio iniciar el proceso de expropiación si transcurridos 
treinta (30) días hábiles después de la notificación de la oferta de 
compra, no se ha llegado a un acuerdo formal para la enajenación 
voluntaria, contenido en un contrato de promesa de compraventa y/o 
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escritura pública. Notificada la oferta de compra de los inmuebles 
sobre los que recaiga la declaratoria de utilidad pública o de interés 
social, e inscrita dicha oferta en el respectivo Certificado de Libertad 
Tradición, los mismos no podrán ser objeto de ninguna limitación al 
dominio. El registrador se abstendrá de efectuar la inscripción de los 
actos, limitaciones, gravámenes, medidas cautelares o afectaciones 
del dominio sobre aquellos (art. 25). 
 
A manera de conclusión, se puede decir que los cronogramas en su mayoría 
se ven afectados por la falta de adquisición de los predios de una manera más 
eficaz, por parte de la ANI o el contratista de la obra, pues estos se ven 
afectados muchas veces por los sobrecostos excesivos que plantean tanto el 
propietario como el contratista a la hora de adquirir el dominio, también por la 
tardanza en la ejecución del proceso de adquisición predial por parte del 
Estado o del contratista, incluso la demora por los posibles accidentes que se 
pueden ir presentando en la ejecución de la obra, los cuales son por fuerza 
mayor o caso fortuito, que son impredecibles en el tiempo; así mismo, por la 
deficiencia de los trazados o mapas de las redes de servicios públicos que 
puede estar en el trayecto de la obra, y por último, los vicios que se puede 
presentar en la normatividad vigente para la adquisición de un predio, como 
sucede muy comúnmente con la prejudicialidad, que lo que hace es dilatar el 
trámite de la compra de la propiedad en cuestión. Incluso, se necesitan para 
su solución de una adecuada planificación y disposición contractual por parte 
de la entidad contratista. 
 
Siguiendo con la tercera parte, los proyectos de infraestructura que generan 
un riesgo a través de APPS deben cumplir unos requisitos, entre los cuales se 
encuentran involucrados: un análisis de costo y beneficio, obtención de 
licencia ambiental, compra de predios, estructuración, licitación y adjudicación, 
por lo tanto se debe indicar que las licencias ambientales, las consultas, la 
adquisición de predios y la estructuración financiera, deben haberse obtenido 
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y realizado antes de que se abra el concurso, ya que es totalmente necesario 
para un estudio detallado durante y después de la licitación. 
 
De esta manera, este plan conlleva demasiadas exigencias y se hace 
totalmente necesario, ya que así, a largo plazo, el país se verá sumamente 
beneficiado siempre y cuando se elija buenos contratistas, lo cual conllevaría 
a un ambiente amable para que el capital extranjero invierta sobre el sector de 
infraestructura, lo que nos beneficiaria para la adjudicación de nuevas 
concesiones, de lo contrario no se pagaría el precio justo por las obras. 
 
Todos los proyectos que estén estructurados deben contar con una evaluación 
de costo y beneficio; adicionalmente, se deben realizar unos estudios y 
diseños de detalle, lo cual se hace necesario por el tipo de geología de nuestro 
país; referente a la adjudicación, esta no es tan difícil, ya que se le otorgará a 
quien proponga el precio más justo, de esta manera se reduce la probabilidad 
de generar demoras, pero como toda regla general tiene su excepción, hay 
algunos casos en los cuales no es necesario hacer estudios y diseños antes 
de abrir la licitación; estos casos podrían ser los siguientes: proyectos de muy 
baja complejidad constructiva o en vías ya construidas, y en proyectos en los 
que los resultados esperados de la obra fácilmente se puedan definir en 
indicadores de calidad. 
 
Ingresar a los consorcios privados en el mantenimiento y construcción de vías 
tiene demasiado sentido, ya que estos, con la supervisión e incentivos 
adecuados, podrían ser muchos más eficientes que el sector público; si un solo 
consorcio construye y opera una obra podría lograr mucha más eficiencia 
gracias a la integración y optimización de las diferentes etapas del proceso, 
pero a la hora de solicitar las licencias ambientales junto con una coordinación 
institucional se desempeñaría mucho mejor el Estado, pues a este le queda 
mucho más factible conseguirlas. 
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A la hora de la adjudicación se debería premiar al licitante que menor aporte 
estatal tenga o solicite, pero aplicando el control especial a la presunción de 
temeridad, puesto que se podría estudiar y revisar las propuestas más bajas, 
porque muchas veces, estas se alejan sustancialmente de las demás 
propuestas, deberían también ser sometidas a controles más estrictos, a los 
que a sus proponentes se les pedirá un desembolso o garantías adicionales. 
 
En el momento que se acredita la concesión puede haber uniones de varios 
consorcios, pero se hace totalmente necesario que el contrato se celebre 
sobre una persona jurídica en particular, la cual se encargará de suscribir el 
contrato, pero sobre este y las demás personas involucradas se les impartirá 
una responsabilidad solidaria en cuanto al desarrollo del proyecto. 
 
Las licitaciones deben tener en sí una lista corta sobre los proponentes 
anteriormente a la audiencia de adjudicación, sobre la base de algunas 
capacidades financiadoras y constructoras, medida que se genera con el fin 
de evitar la eliminación de concursantes idóneos por la falta de certificados 
menores. 
 
Se generará un incentivo para aquellos que terminen en el tiempo inicialmente 
establecido para las obras, además los contratistas deben tener un respaldo 
en los proyectos sobre los cuales estén involucrados, por lo cual se hace 
necesario una garantía, si se diera el caso de que no se cumpla con el contrato, 
para lo cual la aseguradora debe hacer una evaluación rigurosa de los riesgos 
asociados al proyecto; también hay que saber que la garantía siempre va a ser 
el mismo proyecto. 
 
Cabe indicar que el Estado siempre logra sus garantías, tanto en la parte de 
cumplimiento como en el de las obras civiles terminadas, por el supuesto de 
que el privado tenga solvencia económica y se tenga una buena calidad del 
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asegurador, pues nunca se está exento de un siniestro que a futuro pueda 
generar un gran riesgo en el proyecto. 
 
2. LICENCIAS AMBIENTALES 
 
Con base en la Constitución de Colombia (1991) se da por entendido el deber 
que tiene el Estado, y por consiguiente, los particulares, en brindar protección 
al medio ambiente y a los recursos naturales de la nación (arts. 79, 80 y 95). 
En Colombia el medio ambiente es declarado patrimonio público de la nación, 
que se incorpora dentro de su marco jurídico estableciendo un importante 
objetivo e identificando este tema jurídicamente como un interés público.  
 
El Estado colombiano, para cumplir con los mandatos constitucionales, 
reconoce las licencias ambientales como el instrumento planificador y de 
gestión que lleva a coordinar y conservar áreas ecológicas; la protección de 
los recursos intenta establecer una prevención, y ante todo un control en el 
desgaste ambiental, permitiendo que las comunidades a través de un sistema 
participativo se involucren; dichas licencias tienen claras finalidades como 
responder a ciertas necesidades que puedan prevenir, compensar, manejar y, 
como punto clave, encaminar los proyectos que puedan generar impactos 
negativos.  
 
Las licencias ambientales cuentan con una vida útil, ya sea por obra o 
actividad, que cubren ciertas partes del proyecto, que son objetivo de control 
por parte de autoridades competentes para lo dicho; esta revisión se requiere 
para que efectivamente se implemente el Plan de manejo ambiental y las 
obligaciones que se plantean en la licencia, aunque, según la Corte 
Constitucional (1999):  
 
La licencia habilita a su titular para obrar con libertad, dentro de ciertos 
límites, en la ejecución de la respectiva obra o actividad; pero el ámbito 
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de las acciones u omisiones que aquél puede desarrollar aparece 
reglado por la autoridad ambiental, según las necesidades y 
conveniencias que ésta discrecional pero razonablemente aprecie, en 
relación con la prevención, mitigación, corrección, compensación y 
manejo de los efectos o impactos ambientales que la obra o actividad 
produzca o sea susceptible de producir.  
 
De este modo, la licencia ambiental tiene indudablemente un fin 
preventivo o precautorio en la medida en que busca eliminar o por lo 
menos prevenir, mitigar o reversar, en cuanto sea posible, con la 
ayuda de la ciencia y la técnica, los efectos nocivos de una actividad 
en los recursos naturales y el ambiente (CORTE CONSTITUCIONAL, 
1999). 
Es de resaltar que básicamente las licencias y la autoridad encargada de estos 
permisos tienen como prioridad cumplir mandatos que explícitamente hace la 
Constitución (1991), además de organizar las condiciones que requieren los 
concesionarios para que las construcciones de sus obras sean viables para 
los recursos naturales.   
 
La Dirección de Licencias, Permisos y Trámites Ambientales es la autoridad a 
la que le compete la adjudicación de todo lo que haga referencia con las 
prácticas de obras que conllevan a una afectación significativa de los recursos 
naturales.  
 
Para la obtención de dicha licencia el concesionario generalmente, para dichos 
contratos de concesión, es a quien le corresponde la solicitud de la misma, 
cumpliendo con requisitos como la presentación de un estudio sobre el 
impacto que generará con respecto al ambiente la realización de la obra, 
conteniendo un plan de manejo donde se haga un análisis de la depreciación, 
compensación y cómo se va a resarcir los daños ambientales; estos permisos 
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cuentan con variaciones, de acuerdo al proyecto, que van exigiendo diferentes 
trámites y requisitos, para el tiempo y el objetivo de este.  
 
Sin embargo, y como aspecto negativo, se puede percibir cómo la frecuencia 
de los estudios se presentan incompletos generando consecuencias que traen 
retrasos notorios en las obras que van generando actuaciones ilegítimas en 
los asuntos financieros; el incumplimiento de los términos por parte de las 
autoridades en la expedición, y tiempos de respuesta por parte de la ANLA 
(Autoridad Nacional de Licencias Ambientales) y de las autoridades 
competentes (Corporaciones Autónomas Regionales) se ha convertido en un 
serio problema para las obras de infraestructura.  
 
Actualmente dichas entidades no cuentan con un patrón suficiente y claro, que 
permita de manera fácil y ordenada realizar el trámite para la obtención de las 
licencias ambientales que cuenten, necesariamente, con la seguridad jurídica 
adecuada que debe brindar la autoridad. Por otro lado, los términos de 
referencia le deben apostar a que sea un elemento que simplifique las 
condiciones bajo la estructuración de un solo documento, que tolere la 
necesidad de unificar los trámites para que sea sencillo disponer de las 
condiciones para el bien del medio ambiente y de los proyectos que se quieren 
llevar a cabo.  
 
A manera de conclusión, se puede intuir que las instituciones y el proceso para 
las licencias y la obtención de las mismas deben reformularse, y sobre todo 
cumplirse a cabalidad, y que las concesiones, concesionarios, o proyectos no 
se vean inmiscuidos en dificultades para su normal desarrollo y el 
cumplimiento de sus objetivos con eficacia.  
 
En consecuencia, en lo referente al cuarto acápite, la comisión sugiere que, 
aparte de los recursos del Estado para la financiación de proyectos de 
infraestructura, también es necesario la financiación de recursos de fondos 
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privados que puedan ser invertidos directamente en los proyectos, entidades 
bancarias y mercados de capitales.  
 
3. FINANCIACION  
 
Para la financiación de los proyectos de infraestructura, la Ley 1508 de 2012 
promueve una mayor participación a las empresas privadas, que ha sido de 
gran efectividad puesto que a partir de ese año se ha evidenciado un aumento 
significativo de propuestas de nuevos proyectos de infraestructura en toda 
Colombia por la empresa privada.  
 
A inicios de 2018, según el Departamento Nacional de Planeación (DNP) y la 
Asociación Publico Privada en Infraestructura en Colombia, nuestro país se ha 
destacado a nivel internacional por ser uno de los primeros en promover y ser 
competente para desarrollar Asociaciones Publico Privadas (APPs). Es tanto 
así que, en el informe de la Comisión de Infraestructura, que fue presentado 
en el año 2012, se destaca la importancia de inversión proyectada hasta el año 
2020, aproximadamente, con el propósito de tener carreteras más modernas 
en nuestro país, y para tal fin el Gobierno debería invertir alrededor de 130 
billones de pesos en los próximos 8 años, que como consecuencia 
incrementaría el Producto Interno Bruto (PIB) del país.  
 
Actualmente la DNP-Asociación Publico Privadas en Infraestructura en 
Colombia nos informa que para el año 2017 la inversión aportada por el sector 
privado fue de un 4.06% del PIB, mientras que la inversión del sector público 
fue del 2.4% del PIB, lo que nos permitiría concluir que cada vez aumenta más 
la inversión privada respecto de la inversión pública, que es precisamente lo 
que se estaba ideando al momento de incluir su participación en proyectos de 
tal magnitud.  
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La comisión sugiere que, aparte de los recursos del Estado para la financiación 
de proyectos de infraestructura, también es necesario la financiación de 
recursos de fondos privados que puedan ser invertidos directamente en los 
proyectos, adicional a las entidades bancarias y mercados de capitales. 
Igualmente menciona que es de gran relevancia que las entidades que aporten 
sus fondos privados se encuentren bien estructurados, bajo un modelo de 
project finance (financiamiento del proyecto), que es un mecanismo 
consistente en que la financiación de los proyectos emprendidos se sustente 
con una fuerte capacidad para cualquier tipo de imprevisto, de donde se 
desprenden dos grandes ventajas: la primera, que incentiva un análisis, y la 
segunda que sería una mitigación de riesgos como el aseguramiento de la 
inversión del patrimonio de quien promueva el proyecto, por lo menos en un 
30% del costo total. 
 
Las entidades financieras tienen estructurados unos procedimientos 
especializados que analizan al detalle la financiación de proyectos de 
infraestructura, gracias a lo cual los bancos son conscientes de las fuentes de 
repago, que son las garantías de ingresos mínimos y de vigencias futuras en 
el caso de que sean necesarios. Por lo anterior, se verían en la capacidad de 
acelerar el préstamo del recurso con un riesgo mucho más bajo, es por esto 
que los bancos se consideran prácticamente los únicos financiadores de la 
etapa constructiva, y advierten unas medidas preventivas para que a futuro no 
se disminuyan las disponibilidades de sus recursos, estas son: riesgo de 
refinanciación, titularización y límite de exposición a un único deudor.  
 
Atribuido a lo anterior, para el riesgo de refinanciación la comisión propone 
crear un mecanismo o estrategia que permita a los bancos vender créditos de 
largo plazo antes de su vencimiento, esto es, un crédito que se encuentra 
establecido a 15 años poder comprar su cartera a los 7 años, adicional, una 
asesoría de expertos en evaluación de riesgos. En cuanto a la titularización de 
cartera se presta para abrir posibilidades de liberar recursos para otorgar 
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nuevos préstamos; en caso de que esto suceda es viable estandarizar los 
contratos, los pagarés y otros documentos que soporten tales recursos, 
teniendo en cuenta que en Colombia ya contamos con instituciones que 
suscriben y analizan los títulos valores.  
 
En el límite de exposición a un único deudor, las entidades financieras se 
encuentran reguladas a poder otorgar sin garantía admisible solo un 10% a un 
solo deudor con referencia a su patrimonio técnico, lo que cambia o aumenta 
a un 25% si este único deudor ya cuenta con una garantía admisible, y es aquí 
donde la comisión recomienda que la superintendencia financiera estudie la 
posibilidad de aceptar la garantía admisible a consecuencia de que se pueda 
aumentar el monto a financiar, y, de ser así, se estructurarían los bonos de 
infraestructura como documento de deuda privada. 
 
A continuación, exponemos las consideraciones de la comisión en cuanto al 
bono de infraestructura, que permite que el Estado no realice notorias 
erogaciones en un tiempo corto, al contrario, da la flexibilidad de hacer los 
pagos durante un tiempo más largo en lo que tiene que ver con las vigencias 
futuras, las que la comisión avala siempre y cuando sean bajo un manejo 
responsable por parte del concesionario.  
 
Es importante mencionar que la Agencia Nacional de Infraestructura (ANI) 
solicitó la participación la Corporación Financiera Internacional  (IFC), ya que 
es una entidad del grupo Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento 
(BIRF), con la finalidad de estandarizar un mecanismo concerniente a que los 
proyectos se puedan financiar en los mercados de capitales, basados en 
Unidades Funcionales (UFs), planteado por la Ley 1508 de 2012 (APPs), que 
consisten en que cada proyecto de infraestructura se lleve a cabo por unidades 
funcionales y que los pagos de las mencionadas se hagan cuando estas 
culminen.  
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Adicionalmente, el documento representativo del Certificado de Unidad 
Funcional (DRCUF) es un documento legal que la entidad contratante deja en 
manos del concesionario cada vez que se haya terminado a cabalidad una 
unidad funcional, y que contiene una obligación clara, expresa y exigible que 
garantiza el pago del proyecto a la entrega del mismo.  
 
Por último, el bono (BIF) es un título que se vendería en el mercado de 
capitales; este hace las veces de titularización de diferentes documentos 
representativos del Certificado de Unidad Funcional, por lo tanto, la comisión 
considera que el bono podría promover la financiación de mercado de 
capitales, ya que da creación a un nuevo instrumento de deuda para fondos 
privados.  
 
Con base en lo anterior se puede tener en cuenta una ventaja, quizás la más 
importante, y es que el esquema que plantea la comisión como recomendación 
permite que el Estado pueda programar el desembolso de sus recursos con 
cargo a “vigencias futuras”, así estas se verán condicionadas a temas de clima, 
contratos, seguros, predio o causas que prevalezcan en el momento para el 
concesionario. 
 
En este punto ya es necesario traer a colación aspectos importantes que son 
estrictamente discutibles en un proyecto de infraestructura, tales como: la 
definición de la disponibilidad de una Unidad Funcional, además de las 
implicaciones para el inversionista tenedor del bono, y lo que implica para un 
concesionario que la Unidad Funcional no logre estar lista en el tiempo 
acordado.  
 
Es de aclarar que para que un tramo del proyecto esté listo, debe tener todos 
los niveles de servicio acordados dentro del contrato, incluso los estándares 
de calidad que se hayan especificado; en caso de que la UF no esté lista y su 
incumplimiento sea debido a que su nivel de servicio no es el óptimo por 
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responsabilidad del contratista, este puede llegar a sufrir descuentos hasta del 
100% en lo que respecta a las obligaciones por obras, servicios prestados y 
peajes que sean de manera equitativa a la importancia de la Unidad Funcional 
que no ha cumplido con sus propósitos.  
 
Otra recomendación de la comisión para culminar este proyecto sobre la 
financiación es que, una vez se cumpla con la disponibilidad requerida, se 
prosiga con el pago por el certificado, y que sea directamente al patrimonio 
autónomo fiduciario en donde los tenedores de bonos sean acreedores senior; 
adicionalmente es necesario que haya fiducias tanto para peajes y pagos de 
obras como para servicios con cargo a “vigencias futuras”, por tal motivo 
también se insiste en que el bono muy posiblemente sea promotor del 
desarrollo de mercado de capitales por medio de la creación de un nuevo 
mecanismo de deuda privada.  
 
Una sugerencia directa sería que el Gobierno motive a los fondos de 
pensiones a crear comités con personal especializado para considerar la 
viabilidad de inversión en proyectos de infraestructura, siempre que dichas 
decisiones se encuentren balanceadas en cuanto a su rentabilidad y riesgo. 
 
En lo concerniente al Capitulo cinco del documento de la “Comisión de la 
Infraestructura”, se hace una recopilación de las recomendaciones que se 
implementan, acogiendo como base la “ley de urgencia para infraestructura”, 
con el apoyo de decretos presidenciales y de nuevos documentos CONPES 
de infraestructura de servicios públicos; se comienza por mencionar la 
arquitectura institucional como recomendación a encaminar de manera 
adecuada los proyectos de infraestructura y sus estados de diseño, partiendo 
de fondos de prefinanciación y estudios, que se establezcan las prioridades 
haciéndolo con base en un análisis de los costos, los riesgos y las ventajas 
que resulten de los proyectos en cabeza de un Consejo de Planeación del 
Sector.  
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Como punto de partida, los medios de Consulta, que deben ir en cabeza del 
Ministerio del Interior, quien especifica quiénes son los sujetos legitimados 
para participar generando operaciones claras y expresas del procedimiento y 
su cumplimiento, transversalmente, y bajo los requerimientos y la claridad de 
cómo deben ser expedidos los permisos ambientales bajo las indicaciones de 
la ANLA (Autoridad Nacional de Licencias Ambientales), que debe contar con 
personal calificado y preparado para despachar dichos permisos, teniendo en 
cuenta estándares internacionales; así, con las consultas previamente hechas 
y las licencias ambientales progresan los proyectos para que, de manera 
conexa, se concreten las competencias judiciales, las jurisdicciones y las 
aplicaciones y efectos de los actos administrativos que ordenen y definan la 
expropiación, y de qué manera es posible hacer uso de las servidumbres que 
tengan alcance en los proyectos. 
 
Por consiguiente, las normas, deben acudir a la utilización de segmentos para 
reducir “costos de transacción” en la contratación, e igualmente tener en 
cuenta que al momento de presentarse proyectos de servicios públicos deben 
contratarse con quienes cuenten con personalidad jurídica; por lo tanto, en el 
caso de haber acuerdos Gobierno a Gobierno deben regirse por precios de 
mercado y cómo deben financiarse proyectos extranjeros y la selección de 
contratistas que tiene capacidad de asegurar los recursos. De esta misma 
forma el gobierno nacional, con las entidades que desplieguen el otorgamiento 
de garantías de compra de cartera bancaria, los certificados a partir del recibo 
de las Unidades Funcionales, lo que involucra transferirle a los bancos parte o 
todos los derechos económicos que deben ir implícitos en el contrato de 
concesión que, de igual manera, se respaldan con pólizas emitidas por 
aseguradoras con una calificación mínima que otorga una agencia calificadora 
internacional.  
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Se tiene en cuenta también que en la ley de urgencia para la infraestructura 
se estipula las necesidades y problemáticas que abarca la infraestructura 
desde su institucionalización, marco normativo, adjudicación de proyectos y 
todo lo que esto abarca, hasta la incorporación de la claridad, proporcionalidad 
y la conexión de las responsabilidades (penal, fiscal, disciplinaria) que un 
proyecto/contrato de infraestructura merece sin depender de “presunciones”. 
 
REFLEXIONES 
 
Es importante reconocer los problemas que conciernen a la infraestructura, 
para que sea posible la implementación de nueva legislación, la concertación, 
perfeccionamiento y una unificación de la misma para que se puedan lograr 
los propósitos de manera eficaz, sin que queden vacíos que puedan dificultar 
o impedir el mejoramiento y la buena realización de una infraestructura 
eficiente.  
 
En la práctica, el tema de la infraestructura genera, como resultado de ciertas 
actuaciones, responsabilidades fiscales, disciplinarias y penales que, si bien 
son actuaciones que se encuentran fuera del buen proceder administrativo, 
también se dan los casos en que se ven inmersos en medio de vacíos jurídicos 
o jurisdicciones no competentes, generando así inconsistencias por mal 
proceder o retrasos en las obras por procesos jurídicos.  
 
En la actualidad (2019), después de haber pasado 7 años de la realización del 
documento de la Comisión, contamos con un avance significativo teniendo en 
cuenta todas sus recomendaciones y, por su puesto la aplicación de la Ley 
1508 de 2012, la cual regula la participación de APP’s en proyectos de 
infraestructura, pues las cifras de su participación siguen creciendo 
sustancialmente. 
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Son tantos los vacíos jurídicos que se han visto en la norma de contratación, 
los cuales se ven afectados tanto para los contratantes como para la 
comunidad que rodea dicha obra de infraestructura, que es necesario 
considerar que se debe legislar sobre una nueva regulación en varios 
aspectos: en la compra misma de los predios y en la expedición de la licencia 
ambiental como tal, además, en el trámite que se le da a la consulta previa el 
día de hoy. 
 
Es necesario el fortalecimiento de la capacidad técnica y de gestión, pues se 
presentan falencias al interior del Instituto de Concesiones (INCO) que afectan 
al momento de la licitación al contratista, debido al reducido tamaño de 
funcionarios y sus deficiencias técnicas. 
 
Cabe indicar que antes que se adjudique un proyecto APP a un privado, se 
deben seguir unos pasos totalmente necesarios para que no exista tardanza 
ni mal uso sobre la concesión, y para ello es necesario hacer un estudio de 
costos-beneficios, ya que la geología de nuestro país es muy inestable. 
 
CONCLUSIONES 
 
Para que se tenga un pleno desarrollo encaminado al mejoramiento de diseños 
y prácticas para la construcción de infraestructura, se deben tener en cuenta 
varios parámetros que permiten que su desempeño y los objetivos que se 
tienen frente a este tema se ejecuten plenamente, es decir, la incorporación 
de varios elementos y su correcta cooperación con entidades debidamente 
preparadas y conocedoras, que ayuden al cumplimiento de los objetivos y a la 
realización de un análisis profundo al momento de proponer o implementar los 
proyectos.  
 
Es necesario llevar a cabo algunos ajustes a la normatividad presente, como 
lo recomienda de una manera muy precisa la Comisión de la Infraestructura, 
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para poder llevar a cabo las contrataciones viales a futuro y así evitar las 
excusas que se presentan en el cronograma de la realización de obras viales 
por parte de los contantes, de esta manera tendremos una mayor seguridad 
jurídica. 
 
Se concluye que el fortalecimiento de algunos conceptos normativos evitará 
contratiempos en el desarrollo en un contrato estatal, lo que podrá llevar a 
buen término una resolución pronta y especializada en los conflictos dados a 
futuro, entre el Estado y el contratante de la obra pública, restableciendo la 
confianza entre ambos. En estos proyectos de infraestructura en Colombia, en 
algunos casos, es muy difícil conocer el riesgo que se está generando o 
causando por culpa de nuestra geología, ya que en algunas ocasiones es muy 
montañosa, por lo que es totalmente necesario tener una garantía, la cual es 
cubierta por las aseguradoras, y estas en su fin tienen la garantía principal, la 
cual es el proyecto como tal. 
 
Es de suma importancia la participación de APP’s en proyectos de 
infraestructura, considerando que es estrictamente necesario para el país, ya 
que de esta manera vemos reflejado el desarrollo vial en comparación con 
otros países; no obstante, este tipo de evolución también afecta nuestra 
economía de una manera positiva, en el momento en que se evidencia en el 
Producto Interno Bruto. 
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